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SE REPRODUCE POR ERROR
SE EXCLUYE LA GARANTÍA COLATERAL POR EXISTIR EN LA NORMATIVA VIGENTE

 San José, 12 de julio de 2022
Señores
Departamento de Proveeduría
Dirección Ejecutiva

Área de Contratación Administrativa

Dirección Jurídica
Correo electrónico

Asunto: Ampliación al análisis de la nueva Ley General
 de Contratación Pública
Estimados señores:

Con relación al estudio de la Ley General de Contratación Pública N° 9986 (en adelante LGCP), nos permitimos remitir una ampliación del análisis del impacto para la institución, con los cambios más relevantes que provocan la confección de nuevos procedimientos para la tramitología y riesgos que se detectaron para las oficinas involucradas y en especial para el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual (en adelante VEC) del Departamento de Proveeduría.
Se hace la salvedad que el Subproceso en mención no fue incluido en el documento principal de Análisis de la LGCP realizado en el mes de junio del 2022, por cuanto fue que recientemente se obtuvo la información respectiva para proceder con su desarrollo.
Cabe señalar que, este es un análisis solamente de la ley para iniciar las labores del proyecto de implementación y que en cuanto se emita el Reglamento a la Ley General de Contratación Pública habrá que hacer un estudio de éste, ya que en dicho Reglamento se ampliará el detalle de los plazos y procedimientos que se desarrollarán, por lo que muy probablemente habrá más cambios a los que se deberán hacer ajustes.

Principales cambios respecto a la normativa actual en temas de Ejecución Contractual:
· Se establece la obligación de atención, cumplimiento y resolución de toda gestión que formule el contratista, que sea necesaria para la continuidad de la ejecución del contrato (numeral 12 LGCP), dentro de un plazo más imperioso máximo de 10 días hábiles, contados a partir de su solicitud, salvo plazo distinto debidamente justificado y contemplado en el pliego de condiciones o en el contrato, anteriormente se mantenía un plazo de 30 días hábiles.
· Respecto a la figura de la “Prohibición sobreviniente” (numeral 26 LGCP), en la cual, se establece que se producirá esta prohibición cuando la causal se presente después de emitida la decisión inicial del procedimiento de contratación y antes del acto de adjudicación, se suma para el personal del Proceso de Adquisiciones una labor adicional en la etapa de contratación, sobre el deber de cargar al sistema la información que suministre la persona oferente, aspecto que no se valoró en el informe principal. Para efectos de Verificación Contractual, existirá cuando la causal de prohibición sobrevenga a un contratista favorecido con una adjudicación en firme, lo cual genera un deber a VEC de dejar constancia en el sistema digital unificado de dicha circunstancia, adicionándose una labor que no se realiza actualmente con la normativa vigente.
· Sobre las declaraciones juradas que deben rendir los oferentes interesados en participar en cualquier procedimiento de contratación pública (artículo N° 29 LGCP), se establece que cualquier violación debidamente acreditada a la citada norma, generará la exclusión de la oferta del procedimiento y la resolución del contrato si se detecta en la fase de ejecución, así como la imposición de la sanción respectiva. Dicha situación impone el deber a VEC durante la ejecución contractual de verificar de forma periódica que exista la declaración jurada en el registro unificado de proveedores de forma actualizada, según el plazo que defina el reglamento, además de establecer el deber de tramitar un proceso de resolución contractual e inhabilitación calificada cuando se presente violación al régimen de prohibiciones o se introduzcan hechos erróneos, falsos o no actualice la declaración jurada dispuesta en este artículo.
· De acuerdo con las disposiciones actuales y según lo consignado en el numeral 36 de la LGCP, se establecen umbrales para determinar el tipo de procedimiento, sean licitaciones mayores, menores y reducidas, eliminándose la escasa cuantía, por lo que en primera instancia VEC debería de realizar el seguimiento a todas las contrataciones ya que, según las directrices vigentes por acuerdos del Consejo Superior (en adelante CS) se deben fiscalizar sin excepción todos los procedimientos de licitación, de ahí que, en la sana teoría todas deberían fiscalizarse ocasionando un impacto sustancial e inmanejable de gestiones para VEC, no obstante, es claro que cuando el citado CS dispuso esta obligación, el contexto institucional era otro, de forma tal que deberá proponerse una nueva directriz en donde se tomen en cuenta los umbrales de los tipos de licitaciones y hasta este extremo, se mantenga un flujo de trabajo de ente fiscalizador similar al que se tiene actualmente.
· En cuanto al precio, del numeral 41 de la LGCP, en el cuarto párrafo se faculta a la Administración para que en caso de tener dudas acerca de la razonabilidad del precio de una oferta y ese sea el único factor determinante para adjudicar, se podrá contratar siempre y cuando el oferente presente de previo a la adjudicación una línea de crédito o garantía, por lo que dicha garantía eventualmente será resorte de VEC, para la verificación de vigencia, ampliación, control y devolución, sin embargo, al tratarse de una nueva labor no puede cuantificarse en temas de impacto, pero se prevé que pueda aumentar las labores del personal de VEC que las atienden, de igual manera debe instaurarse un procedimiento, el cual posiblemente se introduzca en el reglamento a la ley, así como una homologación interna a nivel institucional para su tramitación. 
Lo anterior, implicará una labor adicional en la etapa de adjudicación por parte del personal del Proceso de Adquisiciones, ya que de ser el caso, deberá realizar la gestión de solicitud y validación de la garantía en mención.
· Respecto a las garantías de cumplimiento, con la normativa vigente se establece la obligación de solicitar este tipo de garantía a las licitaciones abreviadas, públicas y facultativamente a los procedimientos de escasa cuantía que sea superior a ¢4.000.000,00, siendo que en el numeral 44 de la nueva LGCP, se establece que será exigible la solicitud de garantía de cumplimiento a los contratos derivados de las licitaciones mayores y menores y de forma facultativa a las licitaciones reducidas, por lo que, bajo ese panorama para efectos de VEC, el seguimiento a las garantías de los procedimientos que resultan obligatorios disminuiría significativamente, por cuanto de la revisión de los umbrales y la estadística del promedio de los últimos tres años de los procesos tramitados en el Proceso de Adquisiciones, estas gestiones ascenderían en aproximadamente a 60 trámites, sin embargo, por seguridad jurídica, es posible que se opte en definir un umbral dentro de los procesos de licitaciones reducidas para que facultativamente se requiera el aporte de dicha garantía en algunos de estos procedimientos, con el fin de equiparar con la cantidad y límite económico  con el que se trabaja actualmente, por ende, implicaría el seguimiento de VEC, esto según se defina con instrucciones de la jefatura del Departamento de Proveeduría, previo acuerdo con VEC y el Proceso de Adquisiciones, con el objetivo de mantener un flujo de trabajo similar al que se tiene actualmente.
· Se establece en el numeral 45 de la LGCP un procedimiento formal para la ejecución de la garantía de cumplimiento, con plazos más expeditos que debe cumplir VEC, como por ejemplo que la Administración deberá dar audiencia por cinco días hábiles al contratista para que ofrezca prueba de descargo, siendo que una vez contestada dicha audiencia la Administración resuelva lo correspondiente en un plazo de cinco días hábiles mediante acto motivado, plazos imperiosos que requieren de mayor inversión de recursos por parte de VEC. De igual forma, se introduce la facultad de que a la resolución motivada se le pueda interponer recurso de revocatoria y apelación, los cuales se aportarán dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, teniendo que ser resueltos por la unidad que emitió el acto dentro de los tres días hábiles siguientes a su interposición y apelación por el superior, herramientas procesales que además de contar con plazos cortos para su atención, como se dijo, son labores nuevas que no pueden cuantificarse en temas de impacto, pero ineludiblemente aumentaran las labores del personal de VEC que las atienden.
· Se adiciona un nuevo elemento en el numeral 46 de la LGCP denominado “Sanciones económicas”, específicamente en el último párrafo, referente a que con el fin de cubrir eventuales sanciones económicas, la Administración podrá practicar retenciones sobre los pagos entre 1 y 5% del total facturado, lo cual deberá constar así en el pliego de condiciones; dicha facultad no se cuenta en la legislación vigente, y a criterio de VEC se considera una herramienta muy eficaz que podría tener un impacto significativo en su utilización, especialmente por ejemplo, en los procedimientos de obra pública, y los que se requiera. Ahora, como es una herramienta nueva no hay forma de cuantificar su impacto, pero sin lugar a duda dependiendo de su eficacia, podría implementarse en diversos procedimientos de contratación, lo que significaría un impacto importante en las labores adicionales de VEC, además de requerirse de un procedimiento establecido, el cual posiblemente se introduzca en el reglamento a la ley, así como uno de forma interna a nivel institucional para su tramitación.
· Introduce un proceso sumario especial para la aplicación de multas y cláusulas penales (artículo N° 47 LGCP), con plazos de atención más expeditos, con el deber de que la Administración emita un acto motivado con la indicación de la prueba que lo sustente, y se introduce toda una etapa recursiva de dicho acto el cual no se cuenta en la normativa actual, teniéndose que presentar los recursos de revocatoria y apelación dentro de los tres días siguientes a la notificación del acto, en donde la Administración deberá resolver la revocatoria dentro de los tres días hábiles siguientes a su interposición y la apelación dentro de los cinco días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para resolver el recurso de revocatoria, herramientas procesales que además de contar con plazos cortos para su atención, como se dijo, son labores nuevas que no pueden cuantificarse en temas de impacto, pero se prevé que puedan aumentar las labores del personal de VEC que las atienden.
· Para el caso de las prórrogas y suspensión del plazo (numeral 105 LGCP), se establece que la Administración podrá autorizar prórrogas al plazo de ejecución del contrato, cuando existan demoras ocasionadas por ella misma, o causas ajenas al contratista originadas por caso fortuito o fuerza mayor, de las cuales deberán ser resueltas por la Administración en un plazo no mayor a ocho días hábiles desde su presentación, siendo que con la normativa actual se cuenta con un plazo de 10 días hábiles para atenderlas, lo que representa una disminución de dos días hábiles para que VEC atienda la gestión, tema que podría tornarse sustancial si se presentan circunstancias particulares que aumenten esta clase de gestiones, como por ejemplo fue en el año 2020 por temas de pandemia se presentó una alza de este tipo de trámites, lo que aumentó notablemente la carga del personal de VEC. Además, que ahora se tiene un plazo máximo para efectos de suspensión que no puede ser mayor a seis meses para evitar la caducidad contractual en la etapa de ejecución, lo que ocasiona que el personal de VEC deba darle una atención más expedita, así como una revisión minuciosa al momento de analizar las prórrogas para cumplir con esta obligatoriedad y evitar reprocesos.
· De igual forma, se introduce la figura del finiquito (numeral 111 LGCP), en donde para todos los contratos de obra, las partes deberán suscribir el finiquito contractual correspondiente, el cual deberá realizarse dentro del plazo máximo de un año desde la recepción definitiva de la obra y con el detalle que se estime conveniente, siendo facultativa esta herramienta en los contratos de servicios o suministros de bienes, cuando a criterio de la Administración se pacten finiquitos dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la recepción definitiva. Para este caso, no es posible cuantificar el impacto de esta nueva figura, por cuanto no existe en la legislación actual, pero podría causar trascendencia sustancial para las partes involucradas en el proceso de ejecución, y en especial a VEC, si la misma se empieza a utilizar en demasía en la institución; de igual manera debe establecerse un procedimiento respectivo, el cual posiblemente se introduzca en el reglamento a la ley, así como uno de forma interna a nivel institucional para su tramitación, por lo que VEC también deberá llevar un registro de estos finiquitos, lo cual representa una tarea adicional a considerar.
· Sobre la nueva figura de caducidad (numeral 112 LGCP), se establece que en materia de contratación pública esta figura aplicará ante la inactividad de la Administración o del contratista, por un período que alcance seis meses, ya sea de forma continua o de la sumatoria de las suspensiones parciales e implicará la extinción del contrato en la etapa en que se encuentre. Dicha figura al ser nueva debe ser considerada por VEC y el Administrador del Contrato, estableciendo un estricto control de los contratos vigentes, con revisiones periódicas con el fin de que no opere la caducidad de estos, labor que podría considerarse sustancial a desarrollar por el personal de VEC, debido a la trascendencia e importancia de su efectiva aplicación.
· Para el caso de la resolución del contrato y su procedimiento (numerales 113 y 114 LGCP), la legislación vigente no prevé procedimiento para resolver unilateralmente los contratos por motivo de incumplimiento grave imputable al contratista, por cuanto el artículo 213 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (en adelante RLCA), fue declarado inconstitucional, motivo por el cual para efectuar el trámite se acude al proceso ordinario de la Ley General de Administración Pública (en adelante LGAP), el cual tiene una duración aproximada de dos meses, sin embargo, de acuerdo con lo manifestado por el personal de VEC, según su experiencia, dichos procesos de no tener recursos tardan aproximadamente tres meses, y si se presenta etapa recursiva entre seis a ocho meses. Siendo que con la nueva normativa objeta de análisis y el nuevo procedimiento instaurado, se delimita que el proceso sin etapa recursiva tarde en un aproximado de tres meses, y con la etapa recursiva en un mes y medio adicional, para un total de todo el proceso de cuatro meses y medio, lo que disminuye notablemente el plazo, causando un impacto sustancial a las labores que realiza el personal de VEC.
· Se introduce la resolución de controversias durante la ejecución del contrato en sede administrativa (numeral 117 LGCP), la cual consiste en que si durante la ejecución de un contrato surge una o varias controversias no susceptibles de solución por negociación directa entre las partes, dicha controversia podrá ser sometida a un comité de expertos sin que la ejecución del contrato se vea suspendida, el cual será previsto, preceptivamente, en los pliegos de condiciones de licitaciones mayores de obra pública y deberá ser parte del contrato respectivo. El Comité será colegiado dejándose la facultad que cuando resulte pertinente, estas disposiciones se aplicarán a otro tipo de contratos que gestione la Administración, considerando los riesgos y el valor público del objeto contractual comprometido. 
De lo anterior, esta disposición que incluye el legislador, le asigna una nueva labor a VEC en la etapa de ejecución de los contratos, actuando como ente fiscalizador, previendo necesaria su injerencia en actos, decisiones y recomendaciones vinculantes. Para este caso, no es posible cuantificar el impacto de esta nueva figura, por cuanto no existe en la legislación actual, pero podría causar un impacto sustancial para las partes involucradas en el proceso de ejecución, y en especial a VEC, si la misma se empieza a utilizar en demasía en la institución, de igual manera debe instaurarse un procedimiento, el cual posiblemente se introduzca en el reglamento a la ley, así como una homologación a nivel institucional para su tramitación.
· Sobre la naturaleza, tipos y causales de sanción a particulares (numerales 118 y 119 LGCP), se elimina la figura del apercibimiento y en su lugar se incluyen únicamente inhabilitaciones, en este caso se visualiza un régimen sancionador administrativo más punitivo y severo, siendo que anteriormente los contratistas no le daban tanta importancia al apercibimiento puesto que no mediaba inhabilitación alguna, por lo que ahora al darle mayor trascendencia y al verse incrementadas las causales de sanción, eventualmente podrían ampliarse las investigaciones preliminares, recursos de revocatoria y apelación en contra de las resoluciones sancionatorias, incidentes de nulidad, oposición de excepciones, entre otros, las cuales ocasionan una alzada en las labores de VEC como órgano instructor y la Dirección Jurídica (en adelante DJ) como órgano decisor, sin embargo, este aumento no puede cuantificarse ya que, es hasta con este cambio en la normativa que se vislumbra un impacto al respecto.
· Sobre el procedimiento sancionatorio a particulares (numeral 121 LGCP), la legislación vigente no prevé dicho procedimiento, por cuanto el artículo 223 del RLCA, fue declarado inconstitucional, motivo por el cual para la realización del procedimiento se acude al proceso ordinario de la LGAP, mismo que tiene una duración aproximada de dos meses, sin embargo, de acuerdo con lo manifestado por el personal de VEC, según su experiencia dicho proceso de no tener recursos tarda aproximadamente tres meses, y si se presenta etapa recursiva entre seis y ocho meses. Siendo que con la nueva normativa objeta de análisis y el nuevo procedimiento instaurado, se establece que el proceso sin etapa recursiva tarde en un aproximado de mes y medio, y con la etapa recursiva en un mes adicional, para un total de todo el proceso de dos meses y medio, lo que disminuye notablemente el plazo que se estila actualmente, causando un impacto sustancial a las labores que realiza el personal de VEC.
· Por último, valorando las nuevas causales de sanción a funcionarios públicos y prescripción (numeral 125 LGCP), se introducen diversos incisos y por ende, causales de sanción respecto a la ley anterior, presentando una mayor responsabilidad para el personal de VEC que debe tener mayor y especial cuidado en las labores que realiza al tener delimitadas las sanciones respectivas.
Aspectos que deben ser analizados por el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual para definir un nuevo procedimiento y/o control en los trámites
· Según los umbrales para determinar el tipo de procedimiento, sean licitaciones mayores, menores y reducidas, en primera instancia y por acuerdos vigentes del Consejo Superior VEC debería darle seguimiento a todos los procedimientos licitatorios, situación que no es procedente en la práctica, por lo que se considera prudente que se defina entre las oficinas involucradas (VEC y el Proceso de Adquisiciones y jefatura Departamento de Proveeduría), un acuerdo para establecer que procedimientos y hasta que umbral seguirá fiscalizando VEC, buscando que se mantenga un flujo de trabajo similar al actual, en tal caso y de esa directriz deberá solicitarse la aprobación del Consejo Superior.
· Para el caso de las garantías de cumplimiento, la nueva normativa establece el deber de exigirle la presentación de la garantía a los procedimientos de licitaciones mayores y menores, siendo facultativo solicitarlas a las licitaciones reducidas, ante lo cual al igual que el punto anterior, deberá definirse entre las oficinas involucradas (VEC y el Proceso de Adquisiciones y jefatura Departamento de Proveeduría), un acuerdo para establecer que procedimientos y hasta que umbral se solicitará el aporte de garantías de cumplimiento en procedimientos de licitaciones reducidas, buscando que se mantenga un flujo de trabajo similar al actual en VEC, y de ser el caso procedente y necesario, dicha directriz deberá contar con la aprobación del Consejo Superior.
· Sobre las retenciones en los pagos de las sanciones económicas, al tratarse de un tema nuevo no existente en la actual legislación, y en virtud de que a criterio de VEC se considera una herramienta muy eficaz con un eventual impacto significativo en su utilización, deberá delimitarse un procedimiento institucional que se homologue con el que se normará en el reglamento a la ley, marcando pautas desde la solicitud en las diligencias de la contratación (decisión inicial), pliego de condiciones, como su aplicación en la etapa de ejecución por parte de VEC.
· En cuanto al finiquito contractual numeral 111 de la LGCP, al tratarse de una figura nueva no presente en la actual normativa, misma que deberá utilizarse de forma obligatoria para los procesos de obra pública y facultativamente para los contratos de servicios o suministros de bienes que la oficina requirente considere prudente, deberá establecerse un procedimiento institucional que homologado con el que se normará en el reglamento a la ley; marcará pautas desde la solicitud en las diligencias de la contratación y su aplicación en la etapa de ejecución por parte de VEC. Aunado a lo anterior, deberán definirse las oficinas involucradas (posiblemente VEC, oficina usuaria y/o técnica y Dirección Jurídica), la formalidad y requisitos legales que debe contar este proceso en la ejecución del contrato.
· Al crearse la resolución de controversias durante la ejecución del contrato en sede administrativa, numeral 117 LGCP, se instaura la posibilidad de contar con un Comité de Expertos, para lo cual de utilizarse la figura en el Poder Judicial, se considera prudente  el establecimiento de toda una logística institucional, para que se regule la intervención de VEC en esta etapa del proceso, el procedimiento deberá ser acorde a lo normado vía reglamentaria, marcando pautas desde la solicitud en las diligencias de la contratación, pliego de condiciones y aplicación en la etapa de ejecución por parte de VEC.
· En virtud de la creación de la nueva figura de caducidad, tanto los Administradores de Contratos como VEC, deberán establecer estrictos controles para monitorear la ejecución contractual de cada uno de los contratos, así como el establecimiento de indicadores de ejecución que se utilicen como parámetros y herramientas para la adecuada toma de decisiones y así evitar la caducidad contractual.
Riesgos e impactos:
· De acuerdo con lo establecido en el transitorio I de la Ley N° 9986, los procedimientos de contratación que inicien antes del 1 de diciembre de 2022 se regirán por la Ley N° 7494, mientras que aquellos que inicien posterior a esa fecha se normarán por las disposiciones de la Ley N° 9986. Es decir, existirá un uso de normativa disímil entre los contratos en ejecución que estarán vigentes y los que estén iniciando posterior a la entrada en vigor de la nueva ley, teniendo VEC que establecer controles independientes y minuciosos, contemplando las diferencias significativas que trae la nueva normativa.
· Se introduce una cantidad considerable de nuevos procedimientos tales como lo son, resolución de controversias, procedimientos sumarios especiales, entre otros, que no están contemplados en la legislación actual, los cuales involucran en primera instancia a VEC mayoritariamente quien llevará la batuta en la etapa de ejecución contractual, pero también se ven inmersas las oficinas usuarias y/o técnicas, la Dirección Jurídica y el Proceso de Adquisiciones, teniendo dichas oficinas involucradas un incremento de los nuevos requerimientos que exige la presente ley, para llevar a cabo los procedimientos de ejecución contractual de las compras públicas, y dada la cantidad y el corto plazo para tramitar esas compras, el recurso humano resulta insuficiente.

· Se crean etapas recursivas inexistentes con la normativa vigente (recursos de revocatoria y apelación), como lo son a los actos de ejecución de garantía de cumplimiento y a los procesos de aplicación de multas y cláusulas penales, las cuales recargan las labores que se mantienen actualmente en VEC.
· Los procedimientos que alcancen seis meses de inactividad durante la ejecución contractual caducarán, como consecuencia por no emitir el acto final seis meses después de vencido el plazo para dictarlo, teniendo que establecer las oficinas usuarias y/o técnicas, así como VEC mayores controles para realizar revisiones periódicas con el fin de evitar las sanciones administrativas que prevé. Todo lo anterior exige más tiempo para estas actividades, sin dejar de lado el aumento en el nivel de responsabilidad de los funcionarios involucrados. 
Dado el incremento en la carga de trabajo que se genera con las nuevas tareas y reducciones de plazos, se hace más complejo para el personal poder llevar un adecuado control y cumplir con todos los plazos para evitar incurrir en este tipo de responsabilidades.
· En vista de que el finiquito se vuelve obligatorio en materia de obra pública y optativo para contratos de servicios y suministro de bienes dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la recepción definitiva; deberá empezar a utilizarse una figura que hasta el momento el Poder Judicial no empleaba. El Departamento de Servicios Generales deberá incluir esta labor como una función más dentro de sus tareas, y VEC deberá llevar registro de estos finiquitos, lo cual representa una tarea más para esa oficina. En caso de que la Administración decida utilizar finiquitos en otro tipo de contratos, significaría un aumento en los trámites de estas otras contrataciones, y deberá definirse cuáles oficinas asumirán el trámite.

· Se incluye regulación sobre resolución de controversias, que serán conocidas por un Comité de Expertos, el cual tendrá un plazo de seis semanas para emitir su decisión. Los contratantes asumirán por partes iguales todos los honorarios y gastos del citado comité, ya sea permanente o ad hoc. Ello implica gastos adicionales que no se encontraban contemplados en la actualidad por parte de la institución y un seguimiento directo y control por parte de VEC por cuanto es el órgano llamado a participar en el proceso por la etapa en que se desarrolla.

· Podría existir una afectación directa y variación en la estructura procedimental, así como en el volumen de trabajo de VEC, al presentarse cambios en los umbrales económicos y tipos de procedimientos respecto a la legislación actual, lo que ocasionaría eventualmente variaciones en la cantidad de procedimientos que VEC le brinda la labor de fiscalización, así como a los procesos que se les dan seguimiento a temas de garantías de cumplimiento. 
· Plazos imperiosos para brindar respuesta para atención y cumplimiento, así como gestionar los procedimientos y resolver la actividad recursiva, los cuales son notablemente disminuidos respecto a la normativa actual, todo siendo atendido por el mismo personal existente y con mayores repercusiones sancionatorias administrativas.
Conclusiones:

La nueva Ley General de Contratación Pública, trae consigo algunos cambios que afectan directamente al Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, siendo necesario un periodo de ajuste para implementar y asimilar la nueva forma de llevar la etapa de ejecución de los contratos derivados de la contratación pública, por lo que la preparación de los nuevos procedimientos y la capacitación al personal involucrado es necesaria para para minimizar los riesgos, tomando en cuenta además que, la nueva normativa así lo establece.

En virtud de los cambios indicados en este documento, además de que se introducen aspectos importantes con la finalidad de agilizar la ejecución contractual, y de que coexistirán dos marcos normativos por un plazo indeterminado, es evidente que el recurso humano con el que actualmente cuenta VEC podría resultar insuficiente, pues la mayoría de los trámites deberán realizarse en plazos inferiores de tiempo, así como en el control de dichos plazos para evitar la caducidad. Como se plasmó en el informe principal de análisis a esta ley, de mantenerse con el mismo personal, se aumenta el riesgo de caducidad, particularmente al tratarse de una figura no contemplada en la normativa actual; lo que requiere preparación para asimilar y gestionar el cambio, sin dejar de lado que aumenta la responsabilidad de las personas que participan en esta etapa del proceso.
Finalmente, genera incertidumbre la fecha en la que será publicado el Reglamento a la Ley de rito, siendo que en éste se desarrollarán procedimientos que provocarán cambios importantes que refuerzan lo normado en la ley y abarcarán los vacíos que hay en ella, por lo que se prevé que las labores que se realizan en el subproceso en análisis sufran variaciones no mencionadas en el presente informe. 
Atentamente,
M.Sc. Sonia Zeledón Gutiérrez
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